PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través de quien corresponda informe lo siguiente respecto a la aplicación en la Provincia de la Ley N° 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes: 

1) Si existen niñas, niños o adolescentes -no implicados en delitos- que se encuentren alojados en Instituciones que los privan de la libertad. En caso afirmativo, cuántos son y en qué instituciones se hallan albergados.

2) Qué acciones se han implementado a fin de adecuar el funcionamiento de las instituciones para menores del Estado Provincial y de aquellas con convenio con la Secretaría de Estado de Promoción Comunitaria a lo establecido en la Ley N° 26.061, en particular lo que establecen los artículos 39, 40 y 41. 

3) Qué programas integrales de atención a niños, niñas y adolescentes se han implementado y con qué recursos cuentan para actuar en situaciones de riesgo o vulnerabilidad extrema y en emergencia de acuerdo a lo establecido en los artículos 33, 34, 35, 36 y 37 de la mencionada Ley.

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente: 


Desde finales del siglo XIX se empezaron a implementar en nuestro país políticas públicas destinadas al “problema de la minoridad”. Situaciones sociales como la llegada de la inmigración, el aumento de la pobreza y la cantidad de personas excluidas del mercado laboral hizo que desde el estado se empiecen a considerar a instituciones como la familia o la escuela no estén capacitadas para el control de sectores sociales entendidos como “peligrosos” o “marginales”. Ante este contexto, la respuesta oficial se organizó a partir de la creación de instituciones de corrección de menores y leyes específicas sobre la minoridad.


A principio del siglo XX, la institución del Patronato se impuso como forma de control social de niños y adolescentes que estaban en “riesgo moral y material”. 


Todo este modelo ha generado, después de un siglo de aplicación una poderosa maquinaria de instituciones tutelares sustitutivas de lo familiar y lo comunitario. El modelo de intervención del paradigma fue la institucionalización en macro institutos asistenciales y penales, instituciones psiquiátricas, comunidades terapéuticas conforme al problema social y al abordaje propuesto por los profesionales del sistema. Todo este sistema no está exento de los principios que rigieron históricamente las políticas sociales: se sustentan en esquemas clientelares y asistencialistas, desconociendo los principios universales de políticas públicas para niños, niñas u adolescentes.      


Pero a partir del momento en que Argentina suscribió la Convención Internacional de los Derechos del Niño en el año 1990 todo este esquema debió cambiar. Más aún, desde 1994, cuando la Convención es incluida en el texto de la constitución, el Patronato y su sistema de control y tutelaje pasó a ser inconstitucional, pero no se avanzó en la implementación de nuevas políticas para la infancia y la adolescencia.


El año pasado, luego de casi dos años de debate fue aprobada la ley N° 26.061, creando el Sistema Integral de Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes, terminando así, al menos en el aspecto legislativo, 85 años de tutelaje y judialización de nuestros niños, niñas y adolescentes. 


Esta ley establece un nuevo paradigma con relación al diseño de políticas destinadas a la  infancia y la adolescencia, para lo que se deben reestructurar completamente las antiguas políticas e instituciones existentes en todo el país. Nuestra provincia no está ajena a esta realidad, y la vieja estructura del Patronato no ha sido modificada. Son muchas las instituciones que siguen funcionando bajo las mismas normas desde principios de siglo, no respetando los derechos de los niños y niñas que ahí se encuentran alojados. 


Uno de los ejes fundamentales que se establecen en la nueva ley es que no se debe castigar la pobreza, y que las acciones realizadas deben estar dirigidas a fortalecer los grupos familiares. Además sitúa a la infancia y adolescencia como sectores prioritarios de las políticas públicas, con la correspondiente asignación de partidas presupuestarias.

En el presupuesto elaborado por el gobierno provincial no pueden establecerse con claridad estas modificaciones, ni se prevé la creación de nuevas formas de gestión. Tampoco está explícito que se estén diseñando nuevas estructuras, como las que están previstas en la Ley, para ir generando una transición hacia un nuevo sistema.

Mientras tanto, cientos de niño, niñas y adolescentes en nuestra provincia están recluidos en instituciones. En el año 2004 existían en la provincia 54 instituciones privadas con convenio de prestación con la Dirección Provincial del Menor, la Mujer y la Familia destinadas a la internación de niños, niñas y adolescentes, con un total de 804 plazas destinadas a “internación”, 32 de las cuales están destinadas a “internación especial” con un monto mensual de $ 108.860. Entendemos que todas estas instituciones deben adecuarse  a la nueva Ley de niñez y adolescencia para lo cual es indispensable capacitar e incrementar los recursos humanos y materiales. Además es imperativo crear nuevos programas para trabajar en la prevención y en la emergencia y nada de esto puede hacerse sin movilizar fuertemente la estructura existente en el estado provincial y sin ampliar considerablemente el presupuesto destinado a  estas problemáticas.

Es por todo lo anteriormente expuesto que le solicito a mis pares la aprobación del presente Proyecto de Comunicación. 
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